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Bogotá, D.C, 20 de abril de 2020 

 

 

Doctor 
LUIS GUILLERMO GUERRERO PÉREZ 
Magistrado Ponente  
CORTE CONSTITUCIONAL  
Ciudad 
  
 

Asunto:  Intervención ciudadana sobre la constitucionalidad 
de los artículos 5 y 12 del Decreto Legislativo No. 491 de 
28 de marzo de 2020.  

Expediente: RE 0000253.  

Intervinientes: Juanita María Goebertus Estrada y José 
Daniel López Jiménez. 

  

Respetado señor Magistrado: 

En nuestra calidad de ciudadanos colombianos y representantes a la Cámara por Bogotá 
y de conformidad con lo establecido en el artículo 37 del Decreto 2067 de 1991, que 
establece la fijación en lista de los procesos referentes a la constitucionalidad de los 
decretos legislativos expedidos en el marco de estados de excepción, a fin de que los 
ciudadanos puedan intervenir por escrito sobre la constitucionalidad de los mismos, nos 
permitimos presentar intervención ciudadana sobre la constitucionalidad de los artículos 
5 y 12del Decreto Legislativo de la referencia.  

Con el fin de presentarle a la Honorable Corte Constitucional nuestras consideraciones 
frente a los artículos 5 y 12 del Decreto Legislativo No. 491 de 2020, el presente 
documento está dividido en tres secciones. En la primera, señalamos que el artículo 12 
es constitucional, pues garantiza la separación de poderes al habilitar una alternativa que 
permite la continuidad de funcionamiento de las instituciones democráticas, incluso en 
un escenario de crisis como el actual; en esta sección también nos referimos, en concreto, 
al artículo 12 y su relación con las reglas de reunión y funcionamiento del Congreso, 
haciendo énfasis en que permitir una modalidad de reunión virtual no es contrario a la 
Constitución, ni al reglamento del Congreso. En la segunda parte, nos referimos a la 
constitucionalidad del artículo 5º, con el fin de evidenciar que para poder cumplir con la 
función de control político propia del Congreso es necesario mantener los términos 
ordinarios para que el Gobierno Nacional remita la información solicitada por los 
Congresistas. En la última sección, presentamos nuestras solicitudes a la Honorable Corte 
Constitucional. 
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1. La constitucionalidad del artículo 12 del Decreto No. 491 de 2020 

El Decreto Legislativo No. 491 de 28 de marzo de 2020, «Por el cual se adoptan medidas de 
urgencia para garantizar la atención y la prestación de los servicios por parte de las 
autoridades públicas y los particulares que cumplan funciones públicas y se toman medidas 
para la protección laboral y de los contratistas de prestación de servicios de las entidades 
públicas, en el marco del Estado de Emergencia Económica, Social y Ecológica», estableció 
en su artículo 12 lo siguiente: «Artículo 12. Reuniones no presenciales en los órganos 
colegiados de las ramas del poder público. Sin perjuicio de las disposiciones contenidas en 
las normas vigentes, los órganos, corporaciones, salas, juntas o consejos colegiados, de 
todas las ramas del poder público y en todos los órdenes territoriales, podrán realizar 
sesiones no presenciales cuando por cualquier medio sus miembros puedan deliberar y 
decidir por comunicación simultánea o sucesiva. En este último caso, la sucesión de 
comunicaciones deberá́ ocurrir de manera inmediata de acuerdo con el medio empleado. 
Las convocatorias deberán realizarse de conformidad con los respectivos reglamentos y 
garantizar el acceso a la información y documentación requeridas para la deliberación. Las 
decisiones deberán adoptarse conforme a las reglas de decisión previstas en los respectivos 
reglamentos, de todo lo cual deberá́ quedar constancia en las actas correspondientes a 
dichas sesiones, cuya custodia estará́ a cargo de sus secretarios, Excepto los asuntos y 
deliberaciones sujetas a reserva, como las de los órganos colegiados de la rama judicial, las 
sesiones no presenciales deberán ser públicas, para lo cual se deberá́ utilizar únicamente 
los medios o canales habilitados para el efecto en el reglamento. Lo dispuesto en el presente 
artículo tendrá́ vigencia hasta tanto permanezca vigente la Emergencia Sanitaria declarada 
por el Ministerio de Salud y Protección Social». 

El artículo 12 previamente citado es a nuestro parecer constitucional, en razón a los 
argumentos que se exponen a continuación:  

 

1.1 La garantía del pleno funcionamiento de las ramas del Poder Público como una 
protección del principio de separación de poderes 

En numerosas decisiones (entre otras, C-264 de 2004, C-970 de 2004, C-1040 de 2005, C-
141 de 2010, C-285 de 2016, C-253 de 2017), la Corte Constitucional ha reconocido que el 
principio constitucional de separación de poderes es uno de los presupuestos configurativos 
del Estado de Derecho y, por tanto, un elemento fundamental del orden constitucional. Pero 
además de la dimensión institucional, la separación de poderes es una garantía para los 
ciudadanos, pues evita que los poderes del Estado se extralimiten y actúen de manera 
arbitraria.  

La separación de poderes implica: (i) la división funcional, que racionaliza el ejercicio del 
poder y lo hace más eficiente para cumplir con los fines del Estado; (ii) la colaboración 
armónica entre las ramas del Poder Público; y (iii) el control y las fiscalizaciones 
interorgánicas recíprocas (C- 970 de 2004), o sistema de frenos y contrapesos. Estas 
condiciones permiten que (…) «ninguno de los depositarios de las diversas atribuciones 
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podrá ejercer la totalidad del poder ni atraer hacia sí las funciones encomendadas a las 
otras ramas del poder público, lo que evita, tanto la concentración, como el riesgo de 
arbitrariedad inherente a ella y, simultáneamente, estimula un ejercicio del poder limitado 
a las competencias de cada órgano y sometido a controles recíprocos orientados a prevenir 
y sancionar los eventuales desbordamientos». (C-1041 de 2010). 

La garantía de la separación de poderes, en tanto característica definitoria de nuestro modelo 
constitucional, debe ser efectiva en todo momento. Es más, cobra particular importancia 
durante la declaratoria de un estado de excepción, donde los riesgos de desbordamiento de 
las competencias del ejecutivo se incrementan. Como lo ha precisado la Corte Constitucional 
(C-971 de 2004), (…) «el balance de poderes es un resultado que se realiza y reafirma 
continuamente, y que no puede relegarse a un control político contingente, eventual o 
accidental, cuyo resultado natural y obvio tiende a ser la reafirmación del poder en los 
órganos, autoridades o funcionarios que se estiman política y popularmente más fuertes».  

La Constitución misma dispuso el modelo para accionar los controles interorgánicos en un 
estado de emergencia. El control de legalidad por parte de la Corte Constitucional a los 
decretos legislativos, evita que estos vayan contra la Constitución y el control político que 
ejerce el Congreso, determina la conveniencia y oportunidad de las medidas que adoptó el 
Gobierno. Así, estos dos controles permiten evitar y corregir eventuales casos de 
desbordamiento de las competencias del Presidente durante un estado de emergencia. Ambos 
controles deben materializarse de forma efectiva pues, justamente en virtud de la separación 
de poderes, el alcance de ambos depende de las competencias propias de cada Rama. Por 
ejemplo, el estudio de constitucionalidad no puede declarar inexequible un decreto legislativo 
por razones de inconveniencia, pero el control político sí puede incluir consideraciones de 
esa naturaleza en su fiscalización al ejecutivo. 

En la materialización de la separación de poderes en su componente de pesos y contrapesos 
en un estado de excepción, el control político que ejerce el Congreso es fundamental. El 
alcance que ha fijado la Corte Constitucional sobre ese control evidencia que su naturaleza 
es, precisamente, ser un límite al ejecutivo; señala la Corte (C-264 de 2004): 

«Igualmente, desde el punto de vista de sus efectos el control político puede 
acarrear sanciones, aunque esta no es propiamente una de sus características 
esenciales, ya que en él lo relevante es la simple actividad de freno o limitación. 
Otro aspecto relevante en el control político es su imparcialidad, pues es 
indispensable que el órgano legislativo mantenga la suficiente distancia en relación 
con el Ejecutivo a fin de que al ejercer vigilancia no invada la órbita funcional del 
Ejecutivo y termine ejerciendo sus funciones, o desconociendo los atributos y 
competencias que la Carta le ha asignado». (negrillas propias) 

Además de la importancia de los frenos y contrapesos y, en particular, del control político 
que ejerce el Congreso, en un estado de excepción la división funcional también debe 
protegerse, pues, a pesar de las facultades que se otorgan al Presidente de la República, las 
competencias del legislativo no se anulan. La división funcional en el caso del Congreso 
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permite también materializar el principio democrático; retomando lo que ha dicho la Corte 
Constitucional al respecto (C-141 de 2010): 

«Entre los órganos que integran las ramas del poder público, tanto por su origen 
como por su funcionamiento, el Congreso es el órgano representativo por 
excelencia debido a que en las elecciones que tienen lugar para su conformación 
un número plural de fuerzas políticas compiten y obtienen escaños en su interior; 
y, principalmente, porque su funcionamiento debe respetar reglas de juego 
previstas para que la pluralidad de fuerzas políticas tengan oportunidad de 
manifestar, de forma útil, sus opiniones y pareceres. Los elementos democráticos 
en la composición y funcionamiento del Congreso justifican las funciones que le son 
atribuidas. La elaboración de la ley, la reforma de la Constitución, la elaboración 
del presupuesto del Estado, la investigación y el juzgamiento de los altos 
funcionarios del Estado, el control político, son todas tareas esenciales que 
adquieren legitimidad democrática si son ejecutadas por el cuerpo de 
representantes del pueblo a nivel nacional. Pero igualmente el desarrollo de las 
funciones a su cargo debe entenderse como una manifestación del principio 
democrático y, por consiguiente, los procedimientos por medio de los cuales se 
ejercen las competencias y se adoptan las decisiones correspondientes están sujetos 
a las mismas reglas que aportan legitimidad al Congreso en su conformación. Si 
bien el principio democrático se manifiesta en todas las funciones del Congreso, 
interesa a la Corte profundizar, especialmente, en como se concreta tratándose de 
la labor legislativa. Las diversas manifestaciones del principio democrático, 
pueden ser agrupadas en tres principios que integrarían, a su vez, el principio 
democrático en la actividad congresual, a saber: en el principio mayoritario o de 
decisión por mayorías, de pluralismo político y de publicidad». 

En consecuencia, en un estado de emergencia es importante mantener los controles que eviten 
la arbitrariedad del ejecutivo por las facultades otorgadas por la declaratoria de la excepción, 
pero también es fundamental conservar la continuidad institucional mediante la garantía del 
ejercicio de las funciones de las demás ramas del Poder Público, acorde con la división 
funcional establecida en la Constitución. Así mismo, además de garantizar el ejercicio del 
control político y de la función legislativa del Congreso, se debe proteger el control de 
legalidad ejercido por la Corte Constitucional y la administración de justicia en general, ya 
que de lo contrario, se anularía a la Rama Judicial, al restringirse su funcionamiento a las 
competencias propias del estado de emergencia (frenos y contrapesos) y se afectaría el 
derecho de acceso a la justicia de los ciudadanos (división funcional). 

 

1.2 El funcionamiento de las Ramas del Poder Público durante la pandemia del 
Covid-19 

La situación que dio origen a la declaratoria del estado de emergencia trae desafíos para el 
ejercicio de las funciones de las ramas del Poder Público y, en virtud de ello, resulta 
fundamental disponer de las adecuaciones necesarias para que cada órgano pueda 
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desempeñarse correctamente. Mantener el aislamiento físico entre las personas es una medida 
fundamental para ralentizar la velocidad de los contagios de Covid-19, pues la mayor 
dificultad para luchar contra el virus es la facilidad con la que aumentan los contagios. Esta 
situación impone retos a los que el derecho constitucional debe responder. Si bien, en el 
momento de redacción de la Constitución, los avances tecnológicos eran considerablemente 
menores a los actuales y una crisis como la que afrontamos no estaba en el panorama, eso no 
puede ser un obstáculo para proteger los elementos fundamentales de nuestro orden 
constitucional.  

Como mostramos previamente, la existencia de una división funcional y de un sistema de 
frenos y contrapesos son fundamentales para evitar arbitrariedades del ejecutivo y, en 
últimas, para mantener nuestro sistema constitucional. Conforme a lo anterior, las 
interpretaciones de la Constitución deben orientarse a proteger la democracia, los elementos 
fundamentales del ordenamiento constitucional, y los derechos y libertades funadamentales. 
En ese sentido, en lugar de acudir al texto de la Constitución de manera literal, debe buscarse 
el modelo de interpretación que se adecúe a los fines que deben protegerse en un estado de 
emergencia.  

El artículo 12 del Decreto Legislativo No. 491 de 2020 es una habilitación para que los 
cuerpos colegiados sesionen de manera virtual; y contrario a lo que afirman algunas personas, 
incluyendo congresistas, no es una extralimitación del ejecutivo, sino que es la ratificación 
de una alternativa para que, tanto la Corte Constitucional como el Congreso, lo controlen.  

El Decreto no le ordena al Congreso de la República hacer las sesiones de manera virtual, 
pero sí ofrece una posibilidad legal que debe interpretarse de manera armónica con los 
elementos constitucionales de separación de poderes y principio democrático. Nos 
referiremos especialmente al caso del Congreso de la República, sin desconocer que 
garantizar la administración de justicia es fundamental por lo ya mencionado. 

Teniendo en cuenta que el artículo 12 del Decreto Legislativo No. 491 de 2020 es facultativo 
y no obligatorio, nos permitimos presentar las principales razones por las que consideramos 
que dicha norma respeta y protege la separación de poderes  y, por tanto, es constitucional: 

(i) El Gobierno Nacional es la autoridad encargada de velar por la salud pública y, 
en ese marco, de dar las indicaciones que permitan atender esta crisis. Evitar las 
reuniones numerosas de personas y ordenar la cuarentena son unas de las 
principales herramientas para enfrentar la pandemia. Las sesiones en el Congreso, 
plenarias o de comisiones, implican la reunión de al menos 30 personas, en 
recintos donde no es posible garantizar el distanciamiento y donde, por las 
necesidades logísticas, muchas personas, además de los congresistas serían 
puestos en riesgo (mesas directivas, asesores, personal administrativo, operativo 
y esquemas de seguridad). Esta situación, a todas luces, es un riesgo de salud 
pública que el Gobierno Nacional no puede permitir y frente al cual el artículo 12 
propone alternativas de prevención. 

(ii) Desde una visión más pragmática, el trámite en el legislativo para modificar la 
Ley 5 de 1992 —como exigen quienes interpretan de manera literal el artículo 
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140 de la Constitución— se tardaría meses y las sesiones para la aprobación de la 
modificación no podrían realizarse de manera presencial sin poner en riesgo de 
contagio a cientos de personas. Es decir, reformar la Ley 5 de 1992 por los 
mecanismos ordinarios, sería una situación tautológica, pues para evitar el riesgo, 
lo tendría que materializar primero.  
 
Adicionalmente, sobre este particular hay que señalar que la misma Ley 5 de 1992 
en su artículo 3  establece que: «(…)Cuando en el presente Reglamento no se 
encuentre disposición aplicable, se acudirá a las normas que regulen casos, 
materias o procedimientos semejantes y, en su defecto, la jurisprudencia y la 
doctrina constitucional». De esa manera, se podría aplicar por ejemplo, lo 
señalado en la sentencia C-088 de 2003 en donde la Corte Constitucional avaló la 
constitucionalidad de sesiones virtuales de los Consejos Municipales por razones 
de orden público: «(...) Promover las reuniones no presenciales de los Concejos 
Municipales cuando por razones de orden público no puedan sesionar en la sede 
oficial, y establecer la forma como en esos casos se puede deliberar y decidir, en 
ningún caso constituyen medidas que excedan el ámbito de aplicación del Estado 
de Conmoción Interior o que se aparten de su objetivo más próximo. Cabe insistir 
en que la finalidad perseguida con las mismas coincide plenamente con las 
causas que motivaron la declaratoria del citado Estado de Conmoción, y que la 
Corte encontró ajustadas a la Constitución Política, como es la de preservar el 
sistema democrático ante la andanada terrorista y el ataque indiscriminado a las 
instituciones públicas municipales por parte de grupos armados al margen de la 
ley». 
 

(iii) Interpretar la Constitución de tal manera que anule sus pilares es inadmisible. No 
se puede interpretar el artículo 140 de la Constitución para derivar una 
consecuencia que restringe las competencias del Congreso de la República para 
ejercer las funciones legislativas y las de control político, mucho menos, teniendo 
en cuenta que durante un estado de emergencia los controles interorgánicos deben 
ser más estrictos. Adicionalmente, como lo señalamos en el apartado siguiente de 
manera más detallada, la interpretación del artículo 12 no es contraria a las reglas 
sobre reunión y funcionamiento del Congreso de la República. 
 

(iv) Limitar el alcance de la Constitución a argumentos puramente formales debe ser 
rechazado. La realización de sesiones virtuales no afecta otros elementos 
constitucionales y orgánicos de los procedimientos legislativos (quórum, 
votaciones, mayorias, etc), únicamente es una herramienta para facilitar el 
funcionamiento del Congreso, ante un escenario imposible de anticipar al 
momento de redacción de la Constitución de 1991, que no por imprevisible puede 
resultar en la supresión del pleno funcionamiento de una rama del Poder Público. 

Dado que haremos énfasis en la posibilidad de que el Congreso de la República sesione de 
manera virtual, presentaremos más ampliamente los asuntos (iii) y (iv). El objetivo es dar 
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cuenta que una interpretación conforme con la Constitución permite al Congreso de la 
República sesionar de forma virtual. 

 

1.3 Las normas sobre reunión y funcionamiento del Congreso 

Los artículos 140 y 145 de la Constitución contemplan las normas sobre reunión y 
funcionamiento del Congreso de la República, las cuales sirven de parámetro de 
constitucionalidad del artículo 12 del Decreto Legislativo No. 491 de 28 de marzo de 2020.   

El artículo 140 de la Constitución Política, establece que «El Congreso tiene su sede en la 
capital de la República. Las cámaras podrán por acuerdo entre ellas trasladar su sede a 
otro lugar y, en caso de perturbación del orden público, podrán reunirse en el sitio que 
designe el Presidente del Senado». Una interpretación extensiva del artículo 140 serviría para 
ampliar el entendimiento de los conceptos de «orden público» y de «sede a otro lugar», para 
considerar que en el concepto de «orden público» cabe una situación como la actual, en la 
que está en propagación una pandemia declarada por la Organización Mundial de la Salud y 
cuyos impactos eventuales pueden pasar no solo por el tema sanitario, sino también por el 
económico, fiscal, político, institucional, social y, por supuesto, de orden público del país. 
Además, la expresión «trasladar su sede a otro lugar», es compatible con la posibilidad de 
que la sede del Congreso sea una de carácter virtual durante un periodo de tiempo 
determinado por razones excepcionales. No sobra recordar que para la época de 
promulgación de la Constitución Política de 1991 no estaban disponibles los medios 
tecnológicos que hoy conocemos, como tampoco para 1992, año del que data el reglamento 
del Congreso.  

Por otro lado, podría señalarse que las sesiones no presenciales pueden vulnerar el artículo 
145 de la Constitución Política de Colombia, que establece: «El Congreso pleno, las 
Cámaras y sus comisiones no podrán abrir sesiones ni deliberar con menos de una cuarta 
parte de sus miembros. Las decisiones sólo podrán tomarse con la asistencia de la mayoría 
de los integrantes de la respectiva corporación, salvo que la Constitución determine un 
quórum diferente». Este artículo se refiere a la «asistencia», lo cual implicaría, estar presente 
en un determinado lugar. Sobre esta interpretación, vale la pena traer a colación lo expuesto 
por la doctrina española con respecto al artículo 79 de la Constitución de ese Estado, que se 
refiere a la «presencia» o «asistencia» de los miembros de las Cámaras:  

«La cuestión que se plantea es si el voto no presencial contraviene el artículo 79 de 
la Constitución en cuanto éste se refiere a los miembros de la Cámara presentes o 
asistentes para establecer los quórums de votación y para adoptar acuerdos. 
Creemos que es posible una interpretación integradora de este precepto que 
permita la participación (limitada y justificada) en las votaciones en los términos 
que se señalan a continuación, bien por escrito bien por medios telemáticos. Bien 
entendido que estamos hablando de supuestos excepcionales, que no violentaran en 
exceso la concepción de las asambleas representativas como reunión de personas 
para deliberar (Cámaras deliberantes) en que se basa el principio democrático, y 
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las votaciones como regidas por el principio de unidad de acto. Y que deberán en 
todo caso habilitarse las garantías necesarias para asegurar que es el titular del 
mandato el que ejerce su derecho al voto libremente y que no se altera el sentido 
del mismo. Como se ha señalado, el Informe impulsado por la Comisión 
Constitucional del Congreso el 30 de junio de 2010 sobre las posibles 
modificaciones del régimen electoral general se inclina por recomendar que los 
Reglamentos de las Cámaras regulen el voto por medios telemáticos para los casos 
de maternidad o enfermedad grave»1. 

Los problemas interpretativos que se exponían en España fueron resueltos a favor de la 
posibilidad de la implementación del voto telemático, como es denominado el voto virtual 
en ese ordenamiento. Actualmente, este mecanismo de votación es usado para permitir el 
voto en casos de licencias de maternidad y paternidad de los diputados;y hoy está siendo 
usado para evitar la comparecencia presencial de todos los diputados al Congreso en el marco 
de la pandemia del Covid-19). 

En el mismo sentido, respecto al reglamento del Congreso es necesario rechazar la 
interpretación que afirma que la Ley 5 de 1992 no se refirió a las sesiones virtuales como una 
opción de reunión del pleno de las Cámaras y de las comisiones. Como se evidencia del caso 
de España, garantizar mecanismos para que el Congreso pueda deliberar, decidir y, en 
consecuencia, materializar el mandato de representación de los ciudadanos está lejos de ser 
una violación a la Constitución y al reglamento del Congreso; por el contrario, interpretar 
que dentro de las facultades del Congreso de sesionar por derecho propio está hacerlo por 
mecanismos no presenciales ante una situación excepcional como la actual es la única manera 
para garantizar la continuidad de las instituciones y el pleno funcionamiento del Congreso. 

En atención a lo anterior, se puede afirmar que las sesiones no presenciales contempladas en 
el artículo 12 del Decreto Legislativo No. 491 de 28 de marzo de 2020 no resultan contrarias 
a la Constitución y, de manera particular, no vulneran las normas sobre reunión y 
funcionamiento del Congreso, de acuerdo a lo contemplado en los artículos 140 y 145 de la 
Constitución, por lo que solicitamos se declara la constitucionalidad de esta norma.  

2. Sobre la constitucionalidad del artículo 5 del Decreto Legislativo No. 491 de 28 
de marzo de 2020 

El Decreto Legislativo No. 491 de 28 de marzo de 2020, «Por el cual se adoptan medidas de 
urgencia para garantizar la atención y la prestación de los servicios por parte de las 
autoridades públicas y los particulares que cumplan funciones públicas y se toman medidas 
para la protección laboral y de los contratistas de prestación de servicios de las entidades 
públicas, en el marco del Estado de Emergencia Económica, Social y Ecológica», estableció 
                                                             
1 GARCÍA-ESCUDERO MÁRQUEZ, P. «Voto parlamentario no presencial y sustitución temporal de los 
parlamentarios» en Anuario de Derecho Parlamentario No. 24, p. 106. Disponible en: 
https://www.google.es/url?sa=t&rct=j&q=&esrc=s&source=web&cd=2&ved=2ahUKEwid6L-
qnproAhWjTN8KHTuQBAIQFjABegQIBBAB&url=https%3A%2F%2Fdialnet.unirioja.es%2Fdescarga%2Farticulo
%2F3427316.pdf&usg=AOvVaw32DW2hkBjmyy4HZ7A03YYg 
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en su artículo 5 lo siguiente: «Artículo 5. Ampliación de términos para atender las peticiones. 
Para las peticiones que se encuentren en curso o que se radiquen durante la vigencia de la 
Emergencia Sanitaria, se ampliarán los términos señalados en el artículo 14 de la Ley 1437 
de 2011, así́:  Salvo norma especial toda petición deberá́ resolverse dentro de los treinta (30) 
días siguientes a su recepción.  Estará́ sometida a término especial la resolución de las 
siguientes peticiones: (i) Las peticiones de documentos y de información deberán resolverse 
dentro de los veinte (20) días siguientes a su recepción. (ii) Las peticiones mediante las 
cuales se eleva una consulta a las autoridades en relación con las materias a su cargo 
deberán resolverse dentro de los treinta y cinco (35) días siguientes a su recepción. Cuando 
excepcionalmente no fuere posible resolver la petición en los plazos aquí́ señalados, la 
autoridad debe informar esta circunstancia al interesado, antes del vencimiento del término 
señalado en el presente artículo expresando los motivos de la demora y señalando a la vez 
el plazo razonable en que se resolverá́ o dará́ respuesta, que no podrá́ exceder del doble del 
inicialmente previsto en este artículo. En los demás aspectos se aplicará lo dispuesto en la 
Ley 1437 de 2011. Parágrafo. La presente disposición no aplica a las peticiones relativas a 
la efectividad de otros derechos fundamentales».  

El artículo 5 del Decreto Legislativo No. 491 de 28 de marzo de 2020 ha sido objeto de dos 
interpretaciones, a propósito de su aplicación para las solicitudes de información que 
presenten los miembros del Congreso de la República ante distintas autoridades públicas. 
Una primera interpretación indica que este artículo se aplica a todas las peticiones que se 
realicen a las autoridades públicas, incluyendo las solicitudes de informes por parte de los 
congresistas, que se realizan con fundamento en lo establecido en el artículo 258 de la Ley 5 
de 1992. Por su parte, una segunda interpretación, señala que estas solicitudes de informes 
no se encuentran contenidas dentro del ámbito de aplicación del artículo 5. A nuestro parecer, 
la segunda interpretación es  la ajustada a la Constitución, en razón a los siguientes 
argumentos:  

El artículo 258 de la Ley 5 de 1992 y el artículo 14 de la Ley 1437 se refieren a dos cuestiones 
distintas. Mientras que el artículo 258 de la Ley 5 de 1992 es una manifestación del control 
político; las peticiones a las que se refiere el artículo 14 de la Ley 1437 de 2011, son un 
derecho que tiene como fundamento el artículo 23 de la Constitución Política de Colombia 
sobre la posibilidad de los particulares de presentar peticiones respetuosas a las autoridades.   

El artículo 258 de la Ley 5 de 1992 preceptúa: «Artículo 258. Solicitud de informes por los 
Congresistas. Los Senadores y Representantes pueden solicitar cualquier informe a los 
funcionarios autorizados para expedirlo, en ejercicio del control que corresponde adelantar 
al Congreso. En los cinco (5) días siguientes deberá procederse a su cumplimiento». En la 
sentencia C-386 de 1996, la Corte Constitucional se refirió a la constitucionalidad del 
precitado artículo 258, indicando, que las solicitudes que realizan los congresistas se aplican 
sobre el gobierno y la administración y es una manifestación del control político.  

Esta actividad como manifestación del control político, va ligada al sistema de pesos y 
contrapesos propio de un Estado de Derecho, que difiere de las solicitudes de información de 
los ciudadanos a las autoridades. Al ser una manifestación del control político, no es ajustado 
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a la Constitución que el ejecutivo en uso de sus facultades extraordinarias, limite las 
competencias del Congreso de la República, órgano encargado del control político a los actos 
del gobierno, en situación de normalidad, pero sobre todo, durante los estados de excepción, 
pues al hacerlo, está imponiendo un límite al órgano que le hace contrapeso político.  

El artículo 5 del Decreto Legislativo, que establece una ampliación de los plazos para atender 
peticiones, solo sería acorde con la Constitución si se interpreta en el sentido que no cobija 
las solicitudes de informes que realizan los congresistas al gobierno y a la administración.   

La posibilidad de interpretación del artículo 5 del Decreto Legislativo en comento, puede ser 
justificada en antecedentes jurisprudenciales de la Corte Constitucional. Desde temprana 
jurisprudencia, la Corte ha defendido la posibilidad de determinar el contenido y alcances de 
sus sentencias —C-113 y C-131 de 1993—, a fin de adoptar la metodología de decisión que 
mejor responda a la supremacía e integridad de la Constitución, en lo que se ha denominado 
como modulación de la constitucionalidad de los fallos. Entre estas modulaciones, se 
encuentran sentencias interpretativas.  

En la sentencia C-038 de 2006 la Corte se refirió a los casos en que procede el uso de 
sentencias interpretativas «Además de las sentencias integradoras, empleadas para subsanar 
las omisiones legislativas relativas inconstitucionales, otra de las categorías de decisiones 
empleadas por la Corte Constitucional al modular los efectos de sus fallos, la constituyen 
las sentencias interpretativas o condicionadas. En este tipo de sentencias se configura el 
condicionamiento de la decisión de exequibilidad bajo dos supuestos: i) cuando la Corte al 
adelantar el juicio de constitucionalidad sobre una disposición normativa o texto legal, 
encuentra que de ellos se derivan varias interpretaciones de las cuales sólo una resulta 
conforme a la Constitución y, por tal razón, decide mantenerla como parte del ordenamiento 
jurídico bajo ese entendido y ii) cuando la Corte decide expulsar la interpretación que es 
contraria a la Carta, pero manteniendo en el ordenamiento jurídico la disposición cuya 
constitucionalidad fue cuestionada. Esta Corporación ha recurrido a esta clase de 
pronunciamientos para evitar vacíos en el ordenamiento jurídico y de esta manera, 
conservar la labor del Legislador al mantener el precepto impugnado vigente, pero 
simultáneamente, garantizar la supremacía de la Constitución. Este tipo de sentencias 
implican una labor de interpretación, en tanto se establece el sentido que se le debe dar a la 
disposición o precepto legal para que sea constitucional o, se determina el sentido según el 
cual resultaría inconstitucional». 

En el caso es particular, consideramos que la sentencia que profiera la Corte Constitucional 
se ubicaría en el primer supuesto, es decir, casos en los cuales la Corte debe proferir 
sentencias interpretativas, pues de la norma se derivan varias interpretaciones de las cuales 
solo una es conforme a la Constitución, y por tanto, se debe mantener en el ordenamiento, 
solo bajo ese entendido. 

Como se señaló previamente, una de las interpretaciones posibles del artículo 5 del Decreto 
Legislativo podría limitar la facultad del Congreso de la República de ejercer el control 
político, en particular en un escenario donde se hace más necesario, a saber, un estado de 
emergencia. El artículo en cuestión, entonces, solamente admite una interpretación conforme 
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con la Constitución, aquella que no limita el ejercicio del control político del Congreso y que 
mantiene los términos ordinarios para la remisión de informes por parte del ejecutivo. 

Por otro lado, en la sentencia C-252 de 2010, la Corte Constitucional reconoció que la 
modulación de las sentencias de constitucionalidad no ha sido extraña a su aplicación en las 
sentencias de estados de excepción: «Más adelante, pueden traerse a colación como 
modalidad de sentencias condicionadas sobre decretos legislativos de conmoción interior o 
emergencia (arts. 213 y 215 de la Constitución), las siguientes: C-448 de 1992, C-106 de 
1995, C-027 de 1996, C-186 de 1997, C-122 de 1999, C-136 de 1999, C-802 de 2002, C-876 
de 2002, C-947 de 2002, C-1007 de 2002, C-1024 de 2002, C-1064 de 2002, C-122 de 2003 
y C-148 de 2003. También, este Tribunal ha declarado inexequibilidades de decretos de 
desarrollo a partir de distintos momentos, según las particularidades que ofrece cada caso. 
Así ha determinado la inconstitucionalidad a partir de la expedición del decreto declaratorio 
del estado de excepción (C-128 de 1997, C-129 de 1997 y C-186 de 1997,) o de la 
notificación de la sentencia (C-171 de 1993, C-300 de 1994 y C-122 de 1997)». De acuerdo 
con esto, la expedición de una sentencia interpretativa, como la que se solicita en esta 
intervención, encuentra sustento en el precedente de la Corte Constitucional, por lo que no 
sería ajena a nuestro sistema jurídico.  

De acuerdo con lo anterior se solicita respetuosamente que la Corte Constitucional se 
pronuncie a través de una sentencia interpretativa, acogiendo la segunda interpretación 
propuesta, es decir, que el artículo 5 del Decreto Legislativo No. 491 de 28 de marzo de 2020 
no se aplica con respecto a las peticiones que realizan los congresistas con base en el artículo 
258 de la Ley 5 de 1992.  

 

3. Solicitudes 

Con fundamento en lo expuesto, respetuosamente le solicitamos a la Honorable Corte 
Constitucional: 

1. Que se declare EXEQUIBLE el artículo 12 del Decreto Legislativo  No. 491 de 2020  
2. Que se declare EXEQUIBLE el artículo 5 del Decreto Legislativo No. 491 de 2020 

en el entendido de que la ampliación de los términos a la que se refiere no recae sobre 
aquella información solicitada por los Congresistas en ejercicio de la función de 
control político prevista en el artículo 258 de la Ley 5 de 1992.  

De los Honorables Magistrados y Magistradas, 

 

 
Juanita Goebertus Estrada 
CC No. 35.221.518 

 
 
 
 

José Daniel López Jiménez 
CC No. 80.033.192 
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Nota. De conformidad con el Decreto Legislativo No. 491 de 28 de marzo de 2020, «Por el 
cual se adoptan medidas de urgencia para garantizar la atención y la prestación de los 
servicios por parte de las autoridades públicas y los particulares que cumplan funciones 
públicas y se toman medidas para la protección laboral y de los contratistas de prestación 
de servicios de las entidades públicas, en el marco del Estado de Emergencia Económica, 
Social y Ecológica», que en su artículo 11 contempló: «Artículo 11. De las firmas de los 
actos, providencias y decisiones. Durante el período de aislamiento preventivo obligatorio 
las autoridades a que se refiere el artículo 1 del presente Decreto, cuando no cuenten con 
firma digital, podrán válidamente suscribir los actos, providencias y decisiones que adopten 
mediante firma autógrafa mecánica, digitalizadas o escaneadas, según la disponibilidad de 
dichos medios. Cada autoridad será́ responsable de adoptar las medidas internas necesarias 
para garantizar la seguridad de los documentos que se firmen por este medio», se ha firmado 
la presente intervención mediante firma escaneada.  

 


